
DICTAMEN No. 160 
 
DOCTOR ERNESTO MARCOS EDELMANN, SECRETARIO DEL TRIBUNAL 
SUPREMO POPULAR.  
  
CERTIFICO: que el Consejo de Gobierno de este Tribunal en sesión celebrada 
el día veintisiete de abril de mil novecientos ochenta y tres, adoptó el acuerdo 
que copiado literalmente dice así:  
Número 72. Se da cuenta con consulta, elevada por el conducto reglamentario, 
del Presidente del Tribunal Municipal Popular de Contramaestre que es del 
siguiente tenor:  
"Por Dictamen número 132 del Consejo de Gobierno del tribunal Supremo 
Popular de veintinueve de octubre de mil novecientos ochenta y uno, se dio 
respuesta a una consulta efectuada por el Presidente del tribunal Municipal 
Popular de Santiago de Cuba sobre los choferes de carros estatales, que luego 
de concluir su jornada laboral en vez de guardar los vehículos en los lugares 
establecidos por la Administración, los dejan parqueados en las puertas de sus 
casas hasta el siguiente día sin darles uso.  
Ahora bien, nuestra duda surge porque la consulta está hecha en referencia a 
las entidades estatales, y el precepto 269, expresa textualmente, en su 
enunciado ` se sanciona con privación de libertad de tres a nueve meses o 
multa hasta doscientas sesenta cuotas o ambas al que, prevaliéndose de las 
atribuciones que le están conferidas por razón de su cargo que desempeñe en 
una entidad económica estatal de ` producción o de servicios ´, si la respuesta 
dada a la consulta es extensiva a todas las entidades estatales ya que hay 
muchas que no tienen ninguno de los dos caracteres  
Por otra parte el artículo 39, en su apartado 1, del Código Penal, dispone que la 
sanción accesoria de prohibición de ejercer una profesión u oficio determinado 
se aplica en los casos en que el agente cometa un delito con abuso de su 
cargo o por negligencia en el cumplimiento de sus deberes y el apartado 2 
establece que el término de la sanción es de uno a cinco años excepto cuando 
en la parte especial se señale expresamente otro.  
En el caso de los choferes que violan el inciso b) del precepto 269, ¿Les resulta 
aplicable los apartados 2, 3 y 4 del artículo 207 del Código Penal, y en 
correspondencia a la gravedad de acción delictiva?". 
El Consejo, a propuesta de la Sala de lo Penal, acuerda evacuar la consulta en 
los términos del siguiente: 
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El delito de abuso en el ejercicio de cargo o empleo en entidad estatal, está 
inserto entre los delitos regulados en el Título V del Libro II del Código Penal; 
Delitos contra la economía Nacional, por lo que es un delito que tiene por 
objeto de protección las relaciones que surgen en esa esfera de la sociedad, ya 
se trate de la producción o de los servicios; luego, los funcionarios o empleados 
que laboran en otras esferas de la actividad estatal no son sujetos imputables 
en los delitos especificados de ese título. Los tribunales están en la obligación 
de imponer a los conductores de vehículos la suspensión de la licencia de 
conducción cuando sean sancionados como autores de cualesquiera de los 
delitos cometidos en ocasión de conducir vehículos por las vías públicas, esto 
es, los comprendidos en el Capítulo V, del Título III, Delitos contra la Seguridad 
Colectiva, en consecuencia, si un chofer es sancionado como autor de 



cualquier otro delito no es procedente aplicar esa sanción accesoria, dada la 
especificidad de la norma analizada.  


